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   DJ-C-270-2024
[bookmark: _Hlk133916395]Señoras y Señores
Consejo Superior 
Poder Judicial
S.D.
                                                                         
Estimadas señoras y estimados señores                                                                        
                    
Mediante oficio número 3497-2024, de 24 de abril de 2024, se pone en conocimiento de esta Dirección Jurídica el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 25-2024, de 9 de abril de 2024, en la que se decidió solicitar a esta Dirección “ampliación de criterio (N° DJ-C-123-2024, de 22 de marzo de 2024) con el fin de que se refiera explícitamente a la posibilidad de que la persona servidora estando incapacitada, que percibe por parte de la institución un salario por que se le otorga una licencia con ese goce, se le suspenda ese sueldo y de esa forma descuente la sanción; esto a pesar de que al estar incapacitada la persona tiene una relación laboral suspendida”. Seguidamente se rinde la ampliación de criterio solicitada.                                                       
                                                                                                                                          
Criterio.                                                                   
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                 
1. Antecedentes.                                                       
                                                                                                                              
En oficio número 954-2024, de 05 de febrero de 2024, el Consejo Superior del Poder               Judicial solicitó a esta Dirección Jurídica analizar la posibilidad de imponer y ejecutar una sanción disciplinaria a una persona servidora judicial incapacitada, tomando en cuenta que la incapacidad suspende la relación laboral para efectos de las prestaciones, pero no la extingue para efectos del cumplimiento de los deberes éticos y morales.                                

Mediante criterio número DJ-C-123-2024, se respondió la consulta. Con base en la normativa citada y la jurisprudencia analizada en ese informe, se indicó, es posible aplicar el régimen disciplinario sobre la persona servidora judicial que se encuentra incapacitada, porque la incapacidad médica no enerva el ejercicio de la potestad disciplinaria, dado que suspende la prestación de servicios sin interrumpir el nexo jurídico que vincula a esa persona con el Poder Judicial. Adicionalmente, se advirtió, el ejercicio de la atribución mencionada debe respetar el debido proceso y garantizar el ejercicio efectivo del derecho de defensa de la encausada o del encausado.                                                                           

Además, partiendo de los elementos estudiados, se señaló, es factible ejecutar la sanción disciplinaria impuesta a la persona servidora judicial incapacitada, porque la incapacidad médica no tiene la virtud de suspender los efectos de las resoluciones adoptadas al amparo de los procedimientos disciplinarios. Sostener lo contrario implicaría reconocer una limitación a la potestad disciplinaria no prevista en la Constitución Política, ni en la legislación ordinaria.                                                                                                                                                                                                                                                                                                         
                                                        
Posteriormente, luego de revisar el criterio mencionado, el Consejo Superior solicitó ampliar el mismo, para que esta asesoría se refiera a la posibilidad de aplicar la sanción y suspender el pago del salario derivado del permiso con goce de sueldo concedido a la persona incapacitada, tomando en consideración que la relación laboral se encuentra suspendida debido a la incapacidad.          

2. Cuestiones introductorias.

Previo a contestar en forma concreta la consulta formulada por el Consejo Superior, resulta necesario realizar algunas consideraciones introductorias sobre aspectos relacionados con el tema de fondo, por estimarse relevantes para dimensionar en forma apropiada la respuesta que se emitirá.

De seguido, se analiza brevemente el tema de la suspensión de la relación de trabajo y sus consecuencias. Luego, la incapacidad por enfermedad. Después, los beneficios concedidos por la seguridad social a las personas trabajadoras incapacitadas, con énfasis en la prestación económica. Posteriormente, el tratamiento brindado en la legislación vigente a las incapacidades de las personas servidoras judiciales, incluidos los beneficios económicos correspondientes. Finalmente, se responde la pregunta remitida por el Consejo Superior. 

3. La relación laboral. La suspensión de la relación laboral. 

En términos generales, existe relación laboral cuando una persona presta sus servicios bajo la dependencia permanente y dirección inmediata de otra, a cambio de una remuneración (artículo 18 del Código de Trabajo -CT-); relación que surge con la intención de mantenerse vigente en el tiempo, por lo cual se presume indefinida, salvo que la naturaleza del servicio a prestar permita convenir lo contrario (artículo 26 del CT).

En el sector público operan las mismas reglas, pero con un fundamento distinto. Los artículos 191 y 192 de la Constitución Política (CP) establecen un régimen laboral distinto para el sector público. Según esas normas, los servidores públicos se encuentran sujetos a una relación de trabajo especial, regida por el Derecho Público, comúnmente denominada relación de servicio (artículo 112 de la Ley General de la Administración Pública -LGAP-), o simplemente relación estatutaria. 

A partir de esas regulaciones, la función pública se caracteriza por reconocer a favor de las personas servidoras una serie de derechos básicos y comunes a todas ellas, entre los que destaca -con especial intensidad- la estabilidad en el puesto, no como un privilegio, sino como una garantía, para asegurar la imparcialidad en el ejercicio de las funciones públicas.

Esa estabilidad es el derecho de las personas servidoras públicas a conservar el puesto asignado en condición titular, durante el tiempo que dure la relación estatutaria; salvo que incurra en alguna de las causales de despido previstas en la legislación de trabajo, o cuando resulte necesaria una reducción forzosa de servicios, por falta de fondos públicos o para una mejor organización de la administración.

En ambos casos, tanto en el sector privado, como en el sector público, se admite la existencia de circunstancias que suspenden o interrumpen la relación laboral. La suspensión -por regla general- aplaza el cumplimiento de las obligaciones fundamentales de la relación, a saber, la prestación efectiva de servicios -por parte del trabajador- y la remuneración -a cargo de la parte patronal-, pero supone la continuidad del vínculo. Así lo reconoce el párrafo tercero del artículo 153 del CT. Por su parte, la interrupción de la relación de trabajo entraña la extinción del nexo laboral, con las consecuencias correspondientes.            

Conforme al artículo 79 del CT, la enfermedad comprobada que incapacite al empleado para el desempeño normal de sus funciones hasta por tres meses es causal de suspensión de la relación laboral, sin responsabilidad para el trabajador. En esos casos, dice la norma, el patrono debe dar licencia al trabajador, hasta que se reestablezca, y cancelar la parte proporcional del salario que corresponda.

Lo anterior significa que la incapacidad por enfermedad es una causal de suspensión de la relación laboral. Su concurrencia inhibe temporalmente el deber laboral de prestar servicios y la obligación patronal de pagar salario. Ella no afecta la continuidad del vínculo de trabajo, el cual se mantiene vigente. 

4. La incapacidad temporal por enfermedad y la seguridad social. 

Frente a la suspensión de la relación de trabajo o de servicio, por incapacidad médica temporal, con el consecuente aplazamiento de las principales obligaciones de ese vínculo, prestación efectiva de servicio y pago de salario; surge la necesidad de proteger a la persona trabajadora que ve disminuido su ingreso por situaciones adversas e involuntarias.

El artículo 73 de la Constitución Política (CP) establece los seguros sociales en beneficio de las personas trabajadoras, para protegerlas de los riesgos derivados de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte y demás contingencias que señale la legislación ordinaria. Además, encomienda la administración y el gobierno de esos beneficios a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS).  

Mediante Ley N° 4737 (B), de 29 de marzo de 1971, la Asamblea Legislativa ratificó e introdujo en nuestro ordenamiento jurídico el Convenio 130 de la Organización Internacional del Trabajo, cuyo contenido impone al Estado costarricense la obligación de brindar cobertura social a las personas trabajadoras incapacitadas por enfermedad, garantizándoles el suministro de prestaciones económicas (artículo 18) mediante un pago periódico (artículo 21) al menos igual al 60% del ingreso de la persona (artículos 22 y 23). 
                    
Además, por Ley N° 7907, de 3 de setiembre de 1999, se ratificó el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, denominado Protocolo de San Salvador, el cual establece que toda persona tiene derecho a seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la incapacidad que le impida obtener recursos para llevar una vida diga y decorosa, agregando que, cuando se trate de una persona trabajadora, ese derecho cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o la jubilación en casos de accidentes de trabajo o enfermedad profesional.      

Por su parte, los artículos 3 y 23 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social (LCCCSS) señalan que la CCSS reglamentará los requisitos de ingreso y las condiciones para otorgar los beneficios de cada régimen de protección. Dicha labor recae sobre la Junta Directiva de la entidad aseguradora, como órgano superior de esa institución.

El numeral 15 del Reglamento del Seguro de Salud (RSS) cataloga como prestaciones de la seguridad social la atención sanitaria, la asistencia social y la colaboración económica. Por su parte, el canon 27 ibidem alista como prestaciones de orden económico los subsidios y las ayudas económicas para atender las necesidades generadas por incapacidad, licencia, compra de prótesis, anteojos, aparatos ortopédicos, traslados, hospedajes, funeral y atención médica. 

El ordinal 10 del RSS define la incapacidad como el período de reposo ordenado por los médicos u odontólogos de la Caja o médicos autorizados por ésta, al asegurado directo activo que no esté en posibilidad de trabajar por pérdida temporal de las facultades o aptitudes para el desempeño de las labores habituales u otras compatibles con ésta.

El precepto 35 del RSS indica que el pago del subsidio procede a partir del cuarto día de la incapacidad, agregado que, cuando una incapacidad fuese extendida dentro de los treinta días posteriores a la precedente, el subsidio correspondiente a la nueva incapacidad se paga desde el primer día. 

La normativa citada establece un esquema de protección social para la persona trabajadora incapacitada por enfermedad. A través de ese esquema se garantiza apoyo económico al trabajador o trabajadora, durante su incapacidad, consiste en un pago periódico denominado subsidio económico. Ese subsidio restituye en forma parcial la perdida de ingreso experimentada en virtud de las consecuencias inmediatas generadas por la suspensión de la relación laboral y la cesación de la obligación patronal de pagar salario.   

5. El subsidio por incapacidad concedido por la CCSS y su naturaleza jurídica.

Como se indicó anteriormente, la prestación económica otorgada por la CCSS, para afrontar la incapacidad por enfermedad temporal, tiene por finalidad auxiliar a esa persona durante su padecimiento, restituyendo en forma parcial el poder adquisitivo perdido por la cesación transitoria de la relación laboral y la consecuente suspensión del pago de salario. 

Desde esa función se vislumbra la naturaleza jurídica de esa prestación. Ella es un beneficio de carácter económico, otorgado por el régimen de seguridad social a la(s) persona(s) trabajadora(s) impedida(s) para prestar servicios por motivo de enfermedad temporal, cuya relación laboral se ve suspendida y con ello el pago de salario, sueldo o remuneración. En suma, es un subsidio. No tiene carácter remunerativo. No constituye sueldo o salario. 

Los artículos 10 y 28 del RSS definen ese subsidio como la suma de dinero pagada a la persona asegurada con el propósito de restituir en forma parcial la pérdida de ingreso sufrida en virtud de incapacidad, pues, como ya se indicó, esa circunstancia suspende la relación laboral y, por ende, la obligación patronal de pagar salario[footnoteRef:1]. El subsidio aludido en este punto constituye un derecho fundamental de las personas trabajadoras incapacitadas por enfermedad temporal. [1:  En igual sentido, el artículo 2 del Reglamento para el otorgamiento de incapacidades y licencias a los beneficiarios del seguro de salud define subsidio como “la suma de dinero que se paga al asegurado(a) activo(a), durante los períodos de incapacidad por enfermedad, riesgo de trabajo, accidente de tránsito, fase terminal o de licencia por maternidad, producto de un acto médico y tiene el propósito de suministrar un ingreso económico que permita cubrir las necesidades básicas del trabajador, siempre y cuando cumpla con los requisitos de cotización que establece la normativa vigente”. ] 


La Sala Constitucional lo concibe como un sustituto parcial de la perdida de ingreso sufrida por la persona trabajadora, ante la imposibilidad de laborar. Además, le atribuye rango de derecho fundamental. En ese sentido, se puede consultar las resoluciones número 01146-2008, de las nueve horas y dieciséis minutos del 24 de setiembre de 2008; 011178-2011, de las trece horas del 19 de agosto de 2011, y; 020473-2014, de las quince horas y veinte minutos del 18 de diciembre de 2014. Seguidamente se transcribe un fragmento de la resolución número 01146-2008, de las nueve horas y dieciséis minutos del 24 de setiembre de 2008. 

IV.- SOBRE EL FONDO.  (…) Dentro del sistema de seguridad social la naturaleza de los subsidios prestados en caso de incapacidad temporal, derivada o no de un riesgo de trabajo –enfermedad o accidente- tiene el propósito de sustituir, parcialmente, la pérdida de ingreso que sufra el trabajador (a) ante la imposibilidad de trabajar.  Se trata de un derecho fundamental del cual son titulares los trabajadores, el cual se desarrolla a nivel infra constitucional por parte del Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social, normativa que establece quiénes tienen derecho a subsidios por incapacidad, el porcentaje a pagar, los períodos máximos y la fecha a partir de la cual la Caja Costarricense de Seguro Social reconoce, en calidad de ente asegurador, el subsidio correspondiente a las incapacidades. (…). (El subrayado es agregado)   

Por su parte, la Sala Segunda puntualiza la naturaleza de este beneficio como subsidio, señalando que, frente a la inexistencia de la efectiva prestación de servicios, no surge la contraprestación constituida por la remuneración o salario. Ello puede verificarse en las resoluciones número 000803-2011, de las catorce horas y treinta y cinco minutos de 29 de setiembre de 2011, y; 001240-2013, de las nueve horas y treinta y cinco minutos del 25 de octubre de 2013. Seguidamente se reproduce un fragmento de la resolución número 000803-2011, de las catorce horas y treinta y cinco minutos de 29 de setiembre de 2011. 

(…) En este punto cabe señalar que, la retribución que se hace a una persona trabajadora, a causa de una incapacidad, constituye un subsidio. En los casos de enfermedad y maternidad, la retribución que se otorga, goza de las características de este tipo de prestaciones dinerarias -ver en tal sentido los numerales 15 inciso b, y 27 inciso a) del Reglamento del Seguro de Salud, aprobado por la Junta Directiva en el artículo 36 de la sesión número 7143, celebrada el 22 de julio de 1997-.  Tales sumas, cubiertas tanto por parte de la entidad aseguradora como por el patrono -con la salvedad de lo dispuesto a partir de la reforma al numeral 95 del Código de Trabajo, por Ley n° 7491, del 9 de abril de 1995– no constituyen salario y por tal razón no es permisible hacer uso de ellos para establecer el promedio salarial que sirve de base al cálculo de las prestaciones laborales. La incapacidad para trabajar constituye una causa individual de suspensión del contrato de trabajo, y, en tal sentido, al no existir una prestación efectiva del servicio no se da la imprescindible contraprestación -remuneración o salario–. (El subrayado es agregado).

En igual sentido se pronuncia la Procuraduría General de la República (PGR), para quien la prestación analizada constituye un subsidio, dado que la incapacidad concedida a la persona trabajadora genera la suspensión de la relación laboral y, con ello, la obligación de pagar salario. Así se aprecia en el criterio de ese órgano número C-037-2022, de 21 de febrero de 2022, y en aquellos que este menciona, junto a otra jurisprudencia judicial de importancia.

II.- Naturaleza “no salarial” de los subsidios que paga la Seguridad Social, incluido el complementario patronal por incapacidad. Doctrina administrativa.
[bookmark: _ftnref2]Ha sido criterio reiterado en nuestra jurisprudencia administrativa que, por regla general, los subsidios de la Seguridad Social, así como los adicionales o complementarios que las Administraciones Públicas, como entidad patronal, pagan al servidor incapacitado, no son salarios; esto es así,  porque en definitiva, como la enfermedad del servidor suspende temporalmente la relación de empleo o de trabajo –art. 79 del Código de Trabajo-, lo cual tiene como efecto económico inevitable que no se pague salario. Por consiguiente, lo que se devenga durante ese lapso constituye en definitiva un subsidio, y no salario; entendiendo salario como la retribución económica por el “servicio efectivamente prestado” -arts. 162 y 167 Ibídem.-.(Véanse entre otros muchos, los dictámenes C-008-2000 de 25 de enero del 2000, C-378-2005 de 7 de noviembre del 2005, C-027-2007 de 05 de febrero del 2007, C-112-2007 de 11 de abril del 2007, C-322-2008 de 16 de setiembre del 2008, C-060-2009 de 25 de febrero de 2009, C-017-2011 de 24 de enero de 2011, C-118-2011 de 31 de mayo de 2011 y C-018-2012 de 20 de enero de 2012. Así como las resoluciones Nºs 2010-000622 de las 09:15 hrs. del 30 de abril de 2010, C-381-2014 de 5 de noviembre de 2014 y C-156-2015 de 19 de junio de 2015. En sentido similar las resoluciones Nºs 2000-00945 de las 10:20 hrs. del 13 de noviembre de 2000, 2004-00476 de las 09:50 hrs. del 11 de junio de 2004, 2010-000622 de las 09:15 hrs. del 30 de abril de 2010 y 2012-000477 de las 10:45 hrs. del 30 de mayo de 2012, todas éstas de la Sala Segunda. No. 000786-F-S1-2016 de las 09:40 hrs. del 21 de julio de 2016, Sala Primera. Así como las resoluciones Nºs 014146-2008 de las 09:16 hrs. del 24 de setiembre de 2008, 2011-6243 de las 11:15 hrs. del 13 de mayo de 2011, 2011-011178 de las 13:00 hrs. del 19 de agosto de 2011, 2011-012659 de las 08:30 hrs. del 23 de setiembre de 2011, 2012-018301 de las 14:30 hrs. del 19 de diciembre de 2012, 2014-020473 de las 15:20 horas del 18 de diciembre de 2014, 2019-009226 de las 17:20 hrs. del 22 de mayo de 2019 y 2019-001107 de las 18:30 hrs. del 23 de enero de 2019, todas estas últimas de la Sala Constitucional).

Sin perjuicio de lo señalado en el apartado anterior, desde ahora debe advertirse que la prestación expuesta no agota los beneficios dispuestos por el régimen de seguridad social para las personas trabajadoras pues, ese sistema no solo está compuesto por las normas antes citadas, sino también por aquellas normas, principios, instrumentos normativos y políticas públicas destinadas a proteger a las personas trabajadoras, mediante el reconocimiento de prestaciones destinadas a satisfacer las necesidad de esas personas y sus dependientes.  

6. La incapacidad por enfermedad temporal en el Poder Judicial.  

El artículo 27 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) advierte que la relación de servicio judicial se suspende por detención preventiva de la persona servidora (mientras dure la medida), emisión de auto firme de apertura a juicio contra quien funge como funcionario judicial (cuando así lo estime conveniente la Corte Plena o el Consejo Superior), licencia concedida, imposición de corrección disciplinaria de suspensión o separación preventiva.    

Además, en lo atinente a la suspensión de la relación de servicio por licencia concedida, el artículo 42 de la LOPJ indica que la incapacidad médica temporal otorgada a la persona servidora judicial será tratada por el Poder Judicial como una licencia con goce de salario. Adicionalmente, apunta, en esos casos, la persona funcionaria recibirá lo necesario para completar su salario, tomando en cuenta el monto concedido -subsidio- por la Caja Costarricense de Seguro Social.

Con base en esa norma, el aparato administrativo del Poder Judicial trata la incapacidad médica por enfermedad temporal como una licencia con goce de salario y mantiene el nivel de ingreso de la persona trabajadora, entregándole -únicamente- la diferencia dineraria existente entre el subsidio económico cancelado por la CCSS y su remuneración ordinaria, con la intención de completar el salario de esa persona, tal y como lo indica el precepto analizado.     

El pago realizado por el Poder Judicial a la persona servidora judicial incapacitada por enfermedad temporal se entiende como salario. Es decir, tiene naturaleza remunerativa. Así lo han señalado la Sala Segunda (resolución número 001104-2006, de las nueve horas y cuarenta y cinco minutos del 30 de noviembre de 2006 ) y la Procuraduría General de la República (dictámenes C-090-2015, de 14 de abril de 2015, y C-154-2015, de 19 de junio de 2015, junto a la opinión jurídica número OJ-029-2017). Además, en igual sentido se ha pronunciado la Corte Plena, según se desprende del acuerdo adoptado por ese órgano en el artículo XXXVI de la sesión 19-2023, de 8 de mayo de 2023, sustentado en el criterio emitido por esta Dirección Jurídica, número DJ-C-19-2021, de 13 de enero de 2021, el cual puede ser consultado para ahondar en las justificaciones jurídicas que permiten visualizar como salario el pago realizado por el Poder Judicial al amparo del artículo 42 de la LOPJ. 

Además, en este apartado resulta más que conveniente y muy pertinente traer a colación -nuevamente- lo dispuesto en el artículo 35 del RSS. Esa norma indica que la entrega del subsidio cancelado por el régimen básico de seguridad social procede a partir del cuarto día de la incapacidad. Esto implica que la parte patronal cubre los primeros tres días de la incapacidad de la persona trabajadora, de manera que, en el caso de los servidores judiciales, ese lapso inicial   
 
Por todo lo anterior, durante la suspensión de la relación de servicio originada en una incapacidad médica temporal, la persona servidora judicial continúa recibiendo un monto de dinero equivalente a su salario completo, con las siguientes observaciones:

a) Durante los tres primeros días de incapacidad, la persona servidora judicial recibe un monto de dinero equivalente al 100% del salario ordinario devengado. En este supuesto, el Poder Judicial paga la totalidad del monto, conforme a lo dispuesto en los artículos 35 del RSS y 42 de la LOPJ. Además, según lo dispone el numeral 42 de la LOPJ, ese rubro es salario, es decir, tiene carácter remunerativo.   
b) A partir del día cuatro, la persona servidora judicial recibe un monto de dinero equivalente al 100% del salario ordinario devengado. Ese dinero se encuentra integrado por dos rubros diferentes:
i. El primero es el pago realizado por la CCSS por concepto de subsidio, el cual cubre el porcentaje del salario de la persona trabajadora según lo dispuesto en la normativa aplicable a ese subsidio. Se debe recordar que este rubro es un derecho fundamental de la persona trabajadora y su supresión, modificación o limitación debe estar prevista en norma de rango legal (doctrina del principio de reserva de ley). 
ii. El otro es el pago realizado por el Poder Judicial, que cancela a la persona servidora judicial el monto de dinero requerido para completar el 100% del salario devengado por la persona servidora judicial, tomando en cuenta la suma cancelada por la CCSS como subsidio. Este pago se considera salario.   

Adicionalmente, debe apuntarse, el trato brindado por el artículo 42 de la LOPJ a la incapacidad médica por enfermedad temporal de los servidores judiciales, crea una situación “sui generis”. La suspensión de la relación de trabajo o servicio por incapacidad médica acarrea el aplazamiento temporal de las obligaciones principales del vínculo laboral, a saber, la prestación efectiva de servicios y el pago de la remuneración. En tanto que, en el caso de la relación de servicio judicial persiste la obligación patronal de pagar una parte del salario. En este supuesto, parece, estamos frente a una suspensión parcial de la relación de servicio. Ese tipo de suspensión esta prevista en el artículo 73 del CT, que habla de las hipótesis de suspensión total o parcial e la relación de trabajo.     

7. Ampliación de criterio. Respuesta a la consulta formulada por el Consejo Superior. 

Teniendo presente que el Consejo Superior solicita a esta Dirección referirse en forma expresa a la posibilidad de aplicar la sanción de suspensión sin goce de salario a la persona servidora judicial incapacitada, tomando en cuenta que la institución le otorga a esa persona una licencia con goce de salario y que esa relación de servicio se encuentra suspendida, se indica lo siguiente: 

· Las siguientes consideraciones se desarrollan en el orden correspondiente a la realidad cronológica del supuesto consultado.
· La suspensión de la relación de servicio judicial prevista en los artículos 27.3 y 42 de la LOPJ es una suspensión de naturaleza parcial, porque subsiste la obligación patronal de pagar una parte del salario de la persona trabajadora incapacitada. 
· Como anteriormente indicó esta Dirección Jurídica, sí es posible aplicar el régimen disciplinario sobre la persona servidora judicial incapacitada, incluyendo la posibilidad de ejecutar las sanciones dispuestas en el ejercicio de esa potestad . Sobre el tema, la Sala Constitucional manifestó que “(…) el simple hecho de que una relación de servicio de un funcionario público esté suspendida en virtud de una incapacidad para el trabajo legalmente acordado, no tiene la virtud de enervar la potestad que tiene la Administración para imponerle una sanción conforme a la ley, ni tampoco la de suspender los efectos de los pronunciamientos dictados por los órganos competentes en virtud del ejercicio de la citada potestad, pues afirmar lo contrario implica reconocer una limitación de esa facultad que ni la Constitución, ni la ley establecen (ver en este sentido sentencia número 2003-03169 de las diez horas con veintidós minutos del veinticinco de abril de dos mil tres). Por lo tanto, la incapacidad del amparado no impide ejecutar la sanción que se le impuso” (resolución número 2016- 006757, de las nueve horas y cinco minutos del 18 de mayo de 2016).
· Consecuentemente, resulta procedente aplicar la sanción de suspensión sin goce de salario sobre la persona servidora judicial temporalmente incapacitada, pero en esos casos deberá tomarse en cuenta las siguientes observaciones:
· Dado que el subsidio económico pagado por la CCSS constituye un derecho fundamental de las personas trabajadoras, su afectación solo podrá realizarse cuando exista norma que habilite ese proceder. En ausencia de esa norma, la persona servidora judicial siempre recibirá el pago por subsidio realizado por la entidad aseguradora, aun y cuando se le esté aplicando una sanción de suspensión sin goce de salario durante un período de incapacidad.
· Cuando se aplica una sanción de suspensión sin goce de salario durante un período de incapacidad se podrá suspender el pago de salario que realiza el Poder Judicial a la persona servidora judicial, pues ese pago tiene carácter remunerativo, según se ha expuesto en los apartados anteriores.

Finalmente, no se omite indicar que siempre existe la posibilidad de aplicar las sanciones disciplinarias de suspensión sin goce de salario acordadas contra las personas servidoras judiciales incapacitadas inmediatamente después de finalizado el período de incapacidad, reservando la ejecución de ese tipo de correcciones contra personas incapacitadas únicamente cuando exista riesgo de cumplirse el plazo de caducidad previsto para la ejecución de sanciones disciplinarias en el artículo 415 del CT.

Atentamente,



	Lic. Luis Abner Salas Muñoz
	MSc. Rodigo Alberto Campos Hidalgo

	Asesor Jurídico
	Director Jurídico



Ref. 495-2024.-

 


Teléfonos: 2211-98-30 y 2211-98-31         Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr             Fax: 2256-56-68

1
image1.jpeg
PODER
JUDICIAL

DIRECCION JURIDICA

eeeeeeeeeeeeeeeeeeeee





